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TESIS RELEVANTES DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN,  

PUBLICADAS EN EL SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN  
DEL 17 DE MAYO AL 14 DE JUNIO DE 2019 

 
 
Usted podrá consultar éstas y todas las tesis jurisprudenciales y aisladas publicadas en el Semanario Judicial 
de la Federación, en: http://sjf.scjn.pjf.gob.mx/sjfsem/paginas/semanarioIndex.aspx 
 
El Semanario Judicial de la Federación es un sistema digital de compilación y difusión de las tesis 
jurisprudenciales y aisladas emitidas por los órganos del Poder Judicial de la Federación, de las ejecutorias 
correspondientes, así como de los instrumentos normativos emitidos por los órganos del Poder Judicial de 
la Federación. 
 
El Semanario Judicial de la Federación se publica permanentemente de manera electrónica, en la página de 
internet de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Los viernes se incorpora al Semanario la información 
correspondiente, a consecuencia de lo cual, se considera de aplicación obligatoria un criterio jurisprudencial 
a partir del lunes siguiente hábil, al día en que la tesis respectiva o la ejecutoria dictada en controversia 
constitucional o en una acción de inconstitucionalidad, sea ingresada al Semanario Judicial de la Federación. 
 
 
 

MAYO 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2019919  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 24 de mayo de 2019 10:29 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: 1a./J. 16/2019 (10a.)  
 
NULIDAD DE PAGARÉ (VOUCHER). CARGA DE LA PRUEBA DE LAS OPERACIONES EFECTUADAS 
MEDIANTE EL USO DE TARJETA BANCARIA AUTORIZADAS A TRAVÉS DE LA DIGITACIÓN DEL NÚMERO 
DE IDENTIFICACIÓN PERSONAL (NIP) EN DISPOSITIVOS DENOMINADOS "TERMINAL PUNTO DE 
VENTA". 
 
Cuando se demanda la nulidad de los vouchers emitidos con motivo del uso de una tarjeta bancaria 
cuya autenticación se originó mediante la digitación de un número de identificación personal, 
porque el usuario niega haberlos realizado, es la institución bancaria quien está obligada a ofrecer 
las pruebas pertinentes que acrediten que fue el propio usuario quien realizó dicha transacción. Lo 
anterior encuentra justificación, porque con independencia de que la institución bancaria 
demandada exprese que la operación reclamada se efectuó a través de medios electrónicos 
utilizando la firma electrónica del cuentahabiente mediante el tecleo de su número de identificación 
personal (NIP), lo que presuntivamente acredita la existencia y validez de las transacciones; sin 
embargo, es ésta la que tiene la obligación de aportar las pruebas pertinentes con las que se 
demuestre que fue el propio usuario quien realizó tales operaciones, esto es, que se trató del emisor 
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de la autorización mediante la firma electrónica. Ello, en virtud de que las instituciones bancarias 
prestadoras del servicio son las que se encuentran en una posición dominante en la relación de 
consumo, por lo que están obligadas a garantizar la seguridad en todas las operaciones que se lleven 
a cabo con motivo de los contratos celebrados con sus clientes, pues son ellas las que cuentan con 
dispositivos y mecanismos que facilitan la aportación de pruebas, al ser las encargadas de la 
implementación de las medidas de seguridad a efecto de poder verificar no sólo los montos de las 
disposiciones o los cargos, sino la efectiva utilización de la tarjeta que cuenta con mecanismo chip y 
del número de identificación personal de los usuarios. Por tanto, si la institución financiera quiere 
gozar de la presunción legal de tener como emisor al que envió el mensaje de datos, deberá probar 
los procedimientos de identificación que fueron utilizados durante la transacción y que fueron 
acordados con el usuario, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 310 de las Disposiciones 
de carácter general aplicables a las Instituciones de Crédito; y que esos procedimientos cumplen 
con los requisitos previstos para la verificación de la fiabilidad de las firmas electrónicas, esto es, 
que los datos de creación del mensaje en el contexto en que se utilizaron, corresponden 
exclusivamente al emisor, sin que el sistema en sí mismo haya sido alterado por algún agente 
externo. Sin que sea obstáculo a lo anterior, la regla establecida en el artículo 1196 del Código de 
Comercio de que corresponde probar al que niega, cuando al hacerlo desconoce la presunción legal 
que tiene a su favor el colitigante; pues si bien ello podría en principio trasladar la carga de la prueba 
al usuario, pues de conformidad con el artículo 90 Bis del mismo ordenamiento legal, la institución 
financiera cuenta con la presunción legal de tener como emisario al usuario y actuar en 
consecuencia cuando se haya aplicado el método de identificación acordado, como puede ser el uso 
de la tarjeta bancaria al cual se encuentra integrado un chip con el número de identificación 
asociado, que una vez tecleado fue verificado por la institución bancaria dando como resultado que 
en el voucher se insertara la leyenda: "NIP VERIFICADA o PIN VERIFIED"; sin embargo para que el 
Juez esté en aptitud de aplicar esa presunción se necesita la exhibición de mayores elementos para 
demostrar la fiabilidad del método utilizado para la generación de la firma. Así, una vez que la 
institución bancaria haya acreditado que no se vulneró el sistema durante la transacción y que tomó 
las medidas de seguridad necesarias; entonces la carga de la prueba se le revertirá al usuario quien 
tendrá el deber de desvirtuar lo aportado por aquélla. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 128/2018. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia 
Civil del Primer Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito. 9 de 
enero de 2019. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros: Norma Lucía Piña Hernández, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Ausente: Luis María Aguilar Morales. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario. Jorge 
Arriaga Chan Temblador. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver el juicio 
de amparo directo 499/2016, del que derivaron las tesis aisladas I.3o.C.263 C (10a.), I.3o.C.264 C 
(10a.), I.3o.C.265 C (10a.) y I.3o.C.266 C (10a.), de títulos y subtítulos: "FIRMA ELECTRÓNICA EN 
OPERACIONES BANCARIAS Y COMERCIALES. ES UNA FUENTE VÁLIDA Y CIERTA DE OBLIGACIONES 
PARA LOS TARJETAHABIENTES A MENOS DE QUE SE DEMUESTRE QUE EL PROCESO QUE LE DIO 
ORIGEN LA HACE VULNERABLE."; "FIRMA ELECTRÓNICA. REQUISITOS PARA CONSIDERARLA 
AVANZADA O FIABLE."; "VOUCHERS. CARGA DE LA PRUEBA DE CARGOS EFECTUADOS MEDIANTE EL 
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USO DE LA FIRMA ELECTRÓNICA."; y "VOUCHERS. TIENEN VALIDEZ LAS TRANSACCIONES 
AUTORIZADAS MEDIANTE LA FIRMA ELECTRÓNICA, Y LA DIVERSIDAD DE LAS FIRMAS GRÁFICAS EN 
AQUÉLLOS PASAN A SEGUNDO TÉRMINO POR NO SER EL MEDIO DE AUTORIZACIÓN.", publicadas 
en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 43, junio de 2017, Tomo 
IV, páginas 2917, 2918, 3054 y 3055, con números de registros digitales: 2014544, 2014545, 
2014564 y 2014565, respectivamente. 
 
El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito, al resolver el juicio 
de amparo directo 402/2017, en el que consideró que cuando en un juicio se ejerce acción de 
nulidad de vouchers emitidos por la realización de una operación comercial efectuada con una 
tarjeta bancaria, y el consentimiento de la persona se emitió mediante un número de identificación 
personal (NIP), corresponde al banco demandado la carga de la prueba, ya que como operador de 
los sistemas cibernéticos con que se llevan a cabo las operaciones de comercio electrónico, tiene la 
obligación de justificar la adopción de todas aquellas medidas de seguridad que den certeza de la 
operación realizada. 
 
Tesis de jurisprudencia 16/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de veinte de febrero de dos mil diecinueve. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 24 de mayo de 2019 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de mayo de 2019, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2019965  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 31 de mayo de 2019 10:36 h  
Materia(s): (Constitucional, Civil)  
Tesis: 1a. XLIII/2019 (10a.)  
 
PERSONAS CON DISCAPACIDAD. SISTEMA DE APOYOS PARA EL EJERCICIO DE SU CAPACIDAD 
JURÍDICA. 
 
El artículo 12 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad postula como 
principio universal la capacidad jurídica y exige que se proporcione el apoyo necesario para su 
ejercicio. Esto es, se parte de la premisa de que existen diversas maneras de ejercer esa capacidad, 
pues algunas personas requieren de cierto tipo de apoyos y otras de distinta clase, sin menoscabo 
de la capacidad misma, lo cual es acorde con la diversidad que existe entre todas las personas. En 
consecuencia, no debe negarse a las personas con discapacidad su capacidad jurídica, sino que debe 
proporcionárseles acceso al sistema de apoyos que necesiten para ejercerla y para tomar decisiones, 
asumiendo que cada tipo de discapacidad requiere de unas medidas específicas en virtud de su 
condición particular y de sus requerimientos personales, con el fin de que puedan ejercer 
plenamente y por sí mismas su autonomía y todos sus derechos. 
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PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 1368/2015. 13 de marzo de 2019. Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña 
Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Luis María Aguilar Morales, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis 
González Alcántara Carrancá. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: María Dolores 
Igareda Diez de Sollano. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2019 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2019964  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 31 de mayo de 2019 10:36 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. XLV/2019 (10a.)  
 
PERSONAS CON DISCAPACIDAD. LAS SALVAGUARDIAS PROPORCIONADAS POR EL ESTADO PARA 
IMPEDIR ABUSOS EN LAS MEDIDAS RELATIVAS AL EJERCICIO DE SU CAPACIDAD JURÍDICA DEBEN SER 
REVISABLES PARA QUE CUMPLAN EFECTIVAMENTE CON SU FUNCIÓN. 
 
De conformidad con el artículo 12 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con 
Discapacidad, el establecimiento de salvaguardias para impedir abusos en las medidas relativas al 
ejercicio de la capacidad jurídica tienen como finalidad asegurar que las medidas relativas al 
ejercicio de la capacidad jurídica respete los derechos, la voluntad y las preferencias de la persona 
con discapacidad, así como para que no haya conflicto de intereses o alguna influencia indebida. 
Para garantizar lo anterior, las salvaguardias deberán examinarse periódicamente por una autoridad 
o un órgano judicial competente e imparcial, esto es, deben ser revisables para que cumplan 
efectivamente con su función, por lo que cualquier persona que tenga conocimiento de una 
influencia indebida o un conflicto de interés puede dar parte al Juez, constituyendo así una 
salvaguardia. En ese sentido, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha 
señalado que mediante el sistema de apoyos y salvaguardias debe garantizarse el respeto de los 
derechos, la voluntad y las preferencias de las personas con discapacidad, de manera que el 
denominado "interés superior" debe sustituirse por la "mejor interpretación posible de la voluntad 
y las preferencias". Así, el mayor interés no consiste en que otro decida, sino en procurar que la 
persona con discapacidad disponga del máximo de autonomía para tomar decisiones por sí misma 
sobre su vida y, por ello, deben instaurarse mecanismos de asistencia para que pueda tomar sus 
propias decisiones al igual que los demás miembros de la sociedad, esto es, favorecer su autonomía. 
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PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 1368/2015. 13 de marzo de 2019. Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña 
Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Luis María Aguilar Morales, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis 
González Alcántara Carrancá. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: María Dolores 
Igareda Diez de Sollano. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2019 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2019963  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 31 de mayo de 2019 10:36 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. XLI/2019 (10a.)  
 
PERSONAS CON DISCAPACIDAD. LOS ARTÍCULOS 23 Y 450 DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL DISTRITO 
FEDERAL, APLICABLE PARA LA CIUDAD DE MÉXICO, REALIZAN UNA DISTINCIÓN BASADA EN UNA 
CATEGORÍA SOSPECHOSA (DISCAPACIDAD) Y, POR ENDE, VIOLAN LOS DERECHOS HUMANOS A LA 
IGUALDAD Y A LA NO DISCRIMINACIÓN. 
 
Si bien en el amparo en revisión 159/2013 la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación sostuvo que el estado de interdicción admitía una interpretación conforme, de una nueva 
reflexión en clave evolutiva de los derechos humanos y con la finalidad de hacer operativa la 
Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, esta Sala considera que los 
artículos 23 y 450 del Código Civil para el Distrito Federal, aplicable para la Ciudad de México, son 
inconstitucionales y no admiten interpretación conforme al violar el derecho a la igualdad y a la no 
discriminación, ya que realizan una distinción basada en una categoría sospechosa como es la 
discapacidad. En este sentido, el estado de interdicción parte de una premisa de sustitución de 
voluntad, paternalista y asistencialista que no reconoce derechos humanos, pues en lugar de buscar 
que la propia persona con discapacidad adopte sus decisiones, se designa a un tutor para que tome 
sus decisiones legales. Además, la figura de interdicción se centra en la emisión de un dictamen 
emitido por un médico alienista que declara sobre las deficiencias de la persona y que justifican la 
privación de su capacidad jurídica, claramente el juicio de interdicción se centra en la deficiencia, 
sin considerar las barreras del entorno. Por tanto, de la lectura de los preceptos citados es posible 
inferir que una vez que está materialmente probada la discapacidad de la persona, esto es, 
diagnosticada su deficiencia, entonces puede ser declarada en estado de interdicción, lo cual, para 
efectos del artículo 23 del código aludido, implica que la persona es incapaz y su capacidad de 
ejercicio debe restringirse. A juicio de este Máximo Tribunal, el estado de interdicción es una 
restricción desproporcionada al derecho a la capacidad jurídica y representa una injerencia indebida 
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que no es armonizable con la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, ya 
que la supresión de la capacidad jurídica supone una sustitución completa de la voluntad de la 
persona con discapacidad, pues el propio artículo menciona, sin ambigüedad o vaguedad alguna, 
que las personas incapaces sólo podrán ejercer sus derechos mediante sus representantes. De este 
modo, el estado de interdicción representa el más claro ejemplo del modelo de sustitución de la 
voluntad, y al tomar en cuenta las características y condiciones individuales de la persona, niega 
como premisa general que todas las personas tienen derecho a la capacidad jurídica. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 1368/2015. 13 de marzo de 2019. Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña 
Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Luis María Aguilar Morales, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis 
González Alcántara Carrancá. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: María Dolores 
Igareda Diez de Sollano. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2019 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2019962  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 31 de mayo de 2019 10:36 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. XLVI/2019 (10a.)  
 
PERSONAS CON DISCAPACIDAD. LA NEGACIÓN DE SU CAPACIDAD JURÍDICA CONSTITUYE UNA 
BARRERA PARA EJERCER SU DERECHO A UNA VIDA INDEPENDIENTE. 
 
El derecho de las personas con discapacidad a vivir en forma independiente y a ser incluidas en la 
comunidad implica tener libertad de elección, así como capacidad de control sobre las decisiones 
que afectan su propia vida; además, implica que cuenten con todos los medios necesarios para que 
puedan tomar opciones, ejercer el control sobre sus vidas y adoptar todas las decisiones que les 
afecten. En ese sentido, una de las barreras para ejercer el derecho aludido consiste en la negación 
de la capacidad jurídica, ya sea mediante leyes y prácticas oficiales o de facto por la sustitución en 
la adopción de decisiones relativas a los sistemas de vida. Así, el derecho a una vida independiente 
no es compatible con la promoción de un estilo o sistema de vida individual "predeterminado", pues 
la elección de cómo, dónde y con quién vivir es la idea central del derecho referido y a ser incluido 
en la comunidad. Por tanto, las decisiones personales no se limitan al lugar de residencia, sino que 
abarcan todos los aspectos del sistema de vida de la persona como pueden ser sus horarios, rutinas, 
modo y estilo de vida, tanto en la esfera privada como en la pública y en lo cotidiano como a largo 
plazo. 
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PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 1368/2015. 13 de marzo de 2019. Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña 
Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Luis María Aguilar Morales, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis 
González Alcántara Carrancá. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: María Dolores 
Igareda Diez de Sollano. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2019 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2019961  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 31 de mayo de 2019 10:36 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. XL/2019 (10a.)  
 
PERSONAS CON DISCAPACIDAD. LA FIGURA DE "ESTADO DE INTERDICCIÓN" NO ES ARMONIZABLE 
CON LA CONVENCIÓN SOBRE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD. 
 
La capacidad jurídica es un atributo universal, inherente a todas las personas en razón de su 
condición humana y no hay ninguna circunstancia que permita privar a una persona del derecho al 
reconocimiento como tal ante la ley o que permita limitar ese derecho. En este sentido, el 
reconocimiento de la capacidad jurídica está vinculado de manera indisoluble con el disfrute de 
otros derechos humanos como el de acceso a la justicia, a la igualdad y a la no discriminación, al 
debido proceso, al de audiencia, al de una vida independiente, a la privacidad, a la libertad de 
expresión, a la participación e inclusión en la sociedad, etcétera, por lo que la figura de "estado de 
interdicción" no es armonizable con la Convención sobre los Derechos de las Personas con 
Discapacidad. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 1368/2015. 13 de marzo de 2019. Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña 
Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Luis María Aguilar Morales, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis 
González Alcántara Carrancá. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: María Dolores 
Igareda Diez de Sollano. 
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Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2019 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2019960  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 31 de mayo de 2019 10:36 h  
Materia(s): (Constitucional, Civil)  
Tesis: 1a. XLVIII/2019 (10a.)  
 
PERSONAS CON DISCAPACIDAD. LA FIGURA DE "ESTADO DE INTERDICCIÓN" FOMENTA 
ESTEREOTIPOS QUE IMPIDEN SU PLENA INCLUSIÓN EN LA SOCIEDAD. 
 
La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha señalado que las normas funcionan 
como medios textuales a través de los cuales podrían configurarse mensajes que conllevan un juicio 
de valor negativo. Desde esta perspectiva, la figura de "estado de interdicción" de las personas con 
discapacidad tiene como consecuencia que se transmita el mensaje de que tienen un padecimiento 
que sólo puede ser "tratado" o "mitigado" a través de medidas extremas como la restricción 
absoluta de la capacidad de ejercicio. Esta forma de ver y concebir la discapacidad implica tratar a 
las personas con discapacidad como meros objetos de cuidado y no como sujetos de derechos, pues 
se parte de la premisa de que la discapacidad inhabilita por completo a la persona, además de que 
se pone un énfasis en la deficiencia. En ese sentido, esta concepción refuerza la idea de que sólo 
mediante la sustitución de la voluntad de la persona con discapacidad se "mitigan" los efectos de la 
discapacidad y, por ende, las barreras y actitudes sociales permanecen inalteradas. Así, el estado de 
interdicción, al prever la restricción absoluta de la capacidad jurídica de las personas con 
discapacidad, fomenta estereotipos que impiden su plena inclusión en la sociedad pues las 
invisibiliza y excluye, al no permitirles conducirse con autonomía e interactuar con los demás grupos, 
personas e intereses que la componen. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 1368/2015. 13 de marzo de 2019. Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña 
Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Luis María Aguilar Morales, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis 
González Alcántara Carrancá. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: María Dolores 
Igareda Diez de Sollano. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2019 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2019959  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 31 de mayo de 2019 10:36 h  
Materia(s): (Constitucional, Civil)  
Tesis: 1a. XLIV/2019 (10a.)  
 
PERSONAS CON DISCAPACIDAD. EL ESTADO DEBE PRESTAR UN SISTEMA DE APOYOS PARA EL 
EJERCICIO DE SU CAPACIDAD JURÍDICA CONFORME A LA CONVENCIÓN SOBRE LOS DERECHOS DE 
LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD. 
 
El sistema de apoyos es una obligación estatal derivada del artículo 12, numeral 3, de la Convención 
sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, cuya finalidad es hacer efectivos los derechos 
de estas personas, garantizar su autonomía en las actividades de la vida cotidiana y fortalecer el 
ejercicio de su capacidad jurídica. Así, se trata de una obligación vinculada a la persona porque busca 
auxiliarla en una serie de actividades diferentes. En este sentido, el Estado debe prestar un sistema 
de apoyos para garantizar que las personas con discapacidad puedan ejercer su facultad de elección 
y control sobre su propia vida y sobre sus opiniones, sin importar su deficiencia, ni tener que seguir 
las opiniones de quienes atienden sus necesidades. Por tanto, el sistema de apoyos está enfocado 
a facilitar la expresión de una voluntad libre y verdadera y hace referencia a todas aquellas medidas 
que son necesarias para ayudar a la persona con discapacidad en general a ejercer su capacidad 
jurídica en igualdad de condiciones que las demás personas, con objeto de aumentar su nivel de 
autonomía en la vida cotidiana y en el ejercicio de sus derechos. Asimismo, la necesidad de apoyos 
se presenta ante la existencia de barreras en el entorno, ya sean ambientales, sociales, jurídicas, 
etcétera, por lo que el sistema de apoyos debe diseñarse a partir de las necesidades y circunstancias 
concretas de cada persona y puede estar conformado por una persona, un familiar, profesionales 
en la materia, objetos, instrumentos, productos y, en general, por cualquier otra ayuda que facilite 
el ejercicio pleno de los derechos de las personas con discapacidad en igualdad de condiciones que 
las demás, de manera que el tipo y la intensidad del apoyo prestado variarán notablemente de una 
persona a otra en virtud de la diversidad de personas con discapacidad y a las barreras del entorno. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 1368/2015. 13 de marzo de 2019. Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña 
Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Luis María Aguilar Morales, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis 
González Alcántara Carrancá. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: María Dolores 
Igareda Diez de Sollano. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2019 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2019958  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 31 de mayo de 2019 10:36 h  
Materia(s): (Constitucional, Civil)  
Tesis: 1a. XLVII/2019 (10a.)  
 
PERSONAS CON DISCAPACIDAD. EL ESTADO DE INTERDICCIÓN VULNERA SU DERECHO A UNA VIDA 
INDEPENDIENTE Y A SER INCLUIDAS EN LA COMUNIDAD AL NEGARLES LA CAPACIDAD JURÍDICA. 
 
El estado de interdicción de las personas con discapacidad vulnera su derecho a una vida 
independiente y a ser incluidas en la comunidad contenido en el artículo 19 de la Convención sobre 
los Derechos de las Personas con Discapacidad, pues se basa en un modelo de sustitución de 
voluntad en el que el tutor es quien decide todas las cuestiones sobre la vida de aquellas sujetas a 
interdicción. La independencia, como forma de autonomía personal, implica que la persona con 
discapacidad no sea privada de la posibilidad de elegir y controlar su modo de vida, así como sus 
actividades cotidianas, pues las decisiones personales no se limitan al lugar de residencia, sino que 
abarcan todos los aspectos de su sistema de vida (como pueden ser sus horarios, sus rutinas, su 
modo y estilo de vida, tanto en la esfera privada como en la pública y en lo cotidiano como a largo 
plazo). En este sentido, el derecho a una vida independiente está vinculado al reconocimiento y al 
ejercicio de la capacidad jurídica, pues una de las barreras para ejercer este derecho consiste en la 
negación de la capacidad jurídica, que es la base para que las personas con discapacidad logren vivir 
de forma independiente en la comunidad. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 1368/2015. 13 de marzo de 2019. Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña 
Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Luis María Aguilar Morales, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis 
González Alcántara Carrancá. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: María Dolores 
Igareda Diez de Sollano. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2019 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2019957  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 31 de mayo de 2019 10:36 h  
Materia(s): (Constitucional, Civil)  
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Tesis: 1a. XLII/2019 (10a.)  
 
PERSONAS CON DISCAPACIDAD. EL DÉFICIT DE LA CAPACIDAD MENTAL NO DEBE UTILIZARSE COMO 
JUSTIFICACIÓN PARA NEGAR SU CAPACIDAD JURÍDICA. 
 
La capacidad jurídica consiste tanto en la capacidad de ser titular de derechos y obligaciones 
(capacidad de goce) como en la de ejercerlos (capacidad de ejercicio). En ese sentido, la capacidad 
jurídica y la toma de decisiones (autonomía de la voluntad) son conceptos estrechamente 
vinculados y constituyen herramientas fundamentales para que una persona pueda participar en la 
vida jurídica, pero también tiene su impacto en la vida cotidiana; ambos conceptos parten de una 
tradición civilista y se han proyectado como derechos humanos. Ahora bien, la capacidad mental se 
refiere a la aptitud de una persona para adoptar decisiones que, naturalmente, varían de una 
persona a otra y puede ser diferente para una persona determinada en función de distintos factores, 
como pueden ser ambientales y sociales. Así, el hecho de que una persona tenga una discapacidad 
o una deficiencia no debe ser motivo para negarle la capacidad jurídica ni derecho alguno. En 
consecuencia, el déficit en la capacidad mental no debe utilizarse como justificación para negar su 
capacidad jurídica, pues con ello se contraviene el artículo 12 de la Convención sobre los Derechos 
de las Personas con Discapacidad, que se reconoce expresa e indudablemente su derecho a la 
capacidad jurídica, sin excepción alguna, sin que se haga diferencia entre discapacidades. Así, el 
derecho a la capacidad jurídica no es una cuestión de inteligencia en las decisiones que se adoptan, 
ni debe estar ligada a las condiciones mentales, ya que se basa simplemente en el reconocimiento 
de la voluntad de todo ser humano como elemento central del sistema de derechos. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 1368/2015. 13 de marzo de 2019. Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña 
Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Luis María Aguilar Morales, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis 
González Alcántara Carrancá. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: María Dolores 
Igareda Diez de Sollano. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2019 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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JUNIO 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2020051  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de junio de 2019 10:13 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: 1a./J. 26/2019 (10a.)  
 
VIDEOGRABACIONES. LAS OFRECIDAS POR LAS PARTES COMO PRUEBA EN EL AMPARO INDIRECTO, 
TIENEN EL CARÁCTER DE PRUEBA DOCUMENTAL Y DEBEN SUJETARSE A LO ESTABLECIDO EN EL 
ARTÍCULO 119 DE LA LEY DE AMPARO. 
 
Los artículos 75, 119, 122, 123 y 124 de la Ley de Amparo, en atención al principio pro persona y el 
derecho de acceso a la justicia, deben interpretarse en el sentido que los avances científicos y 
tecnológicos pueden incorporarse como parte del acervo probatorio. Así, las videograbaciones que 
las partes ofrezcan como prueba, en cualquier soporte, deberá dárseles el tratamiento de una 
prueba documental, al tratarse de información que se encuentra plasmada en un soporte distinto 
al papel pero que posee las mismas características y busca el mismo objetivo, por lo que podrán 
presentarse en amparo indirecto, en los términos previstos en el artículo 119, párrafo segundo, de 
la Ley de Amparo; esto es, con anterioridad a la audiencia constitucional, sin perjuicio de que el 
órgano jurisdiccional haga relación de ella en la misma y la tenga como recibida en ese acto, aunque 
no exista gestión expresa del interesado. Ahora bien, en caso de que el ofrecimiento de una 
videograbación se haga como inspección judicial, el juzgador deberá admitirla, aclarando que se 
tratará como prueba documental, a efecto de garantizar el derecho a una adecuada defensa y el 
derecho a probar. 
 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 8/2018. Entre las sustentadas por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia 
Civil del Tercer Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito. 20 de 
febrero de 2019. Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Luis María Aguilar 
Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara 
Carrancá. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Jesús Rojas Ibáñez.  
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, al resolver la 
queja 312/2006, la cual dio origen a la tesis aislada I.2o.P.12 K, de rubro: "VIDEOGRABACIÓN. SU 
OFRECIMIENTO EN EL JUICIO DE AMPARO DEBE SUJETARSE A LAS REGLAS PREVISTAS PARA LA 
INSPECCIÓN OCULAR.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, Tomo XXV, enero de 2007, página 2391, con número de registro digital: 173421. 
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El emitido por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, al resolver la queja 
307/2017, en la que determinó que el medio de convicción consistente en un video no debe ser 
equiparado a una inspección judicial y por lo mismo, no está sujeto a las reglas de preparación de 
ese tipo de probanzas, previstas en el artículo 119 de la Ley de Amparo vigente, lo anterior en virtud 
de que se está ante un supuesto distinto al de la prueba de inspección judicial, en la medida que no 
se pretende que el Juez aprecie hechos presentes, sino que tome en cuenta lo que obra en un 
dispositivo electrónico como dato histórico y representativo de determinado acontecimiento 
pasado, lo que constituye una constancia audiovisual susceptible de reproducirse o de examinarse 
con auxilio de aparatos tecnológicos, por lo que precisamente la naturaleza de dicho medio de 
convicción, no debe estar sujeto a la preparación a que se refiere dicho artículo. 
 
Tesis de jurisprudencia 26/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de veintisiete de marzo de dos mil diecinueve. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de junio de 2019 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de junio de 2019, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2020107  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 14 de junio de 2019 10:20 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: 1a. XLIX/2019 (10a.)  
 
TARJETAS BANCARIAS. EL NÚMERO DE IDENTIFICACIÓN PERSONAL (NIP) MEDIANTE EL CUAL SE 
AUTORIZAN OPERACIONES COMERCIALES, TIENE EL CARÁCTER DE UNA FIRMA ELECTRÓNICA. 
 
El Banco de México, en atención al desarrollo del sistema financiero y la protección de los intereses 
de los usuarios, incentivó a las instituciones financieras emisoras de tarjetas bancarias para que 
adoptaran las medidas adicionales a fin de reducir riesgos derivados del uso de tales instrumentos 
en transacciones comerciales. Por tanto, la gran mayoría de dichas instituciones optaron por 
sustituir la firma autógrafa de sus clientes, con el uso obligatorio de un número de identificación 
personal (NIP), como herramienta de autenticación en las operaciones comerciales de los 
tarjetahabientes. Ahora bien, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 89 del Código de 
Comercio, la firma electrónica se constituye por los datos aparejados a un mensaje de datos, el cual 
debe entenderse como la información generada, enviada, recibida, archivada o comunicada 
mediante algún medio electrónico, y entre tales medios se encuentra el intercambio de información 
estructurada bajo alguna norma técnica o formato convenido; la cual sirve para identificar al 
firmante y vincular su consentimiento con el acto comercial que se realiza. Por tanto, la naturaleza 
jurídica del NIP es la de una firma electrónica simple, de conformidad con el precepto legal aludido, 
en atención a que se trata de datos consignados, adjuntados o asociados en un mensaje de datos, 
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los cuales sirven tanto para identificar al firmante, como para indicar que éste aprueba la 
información contendida en el mensaje de datos. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 128/2018. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia 
Civil del Primer Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito. 9 de 
enero de 2019. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros: Norma Lucía Piña Hernández, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Ausente: Luis María Aguilar Morales. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Jorge 
Arriaga Chan Temblador.  
 
Nota: Esta tesis no constituye jurisprudencia, pues no contiene el tema de fondo que se resolvió en 
la contradicción de tesis de la cual deriva. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 14 de junio de 2019 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 


